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ASUNTO: Resolución de Reclamación presentada al amparo del artículo 24 de la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, acceso a la información pública 
y buen gobierno 

En respuesta a la Reclamación presentada por  el 29 de 
febrero de 2016, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, considerando los 
Antecedentes y Fundamentos Jurídicos que se especifican a continuación, adopta la 
siguiente RESOLUCIÓN: 

 
I. ANTECEDENTES 

 
 

1. Según se desprende de la documentación obrante en el expediente,  
  solicitó al MINISTERIO DE HACIENDA Y 

ADMINISTRACIONES PUBLICAS (MINHAP), el 17 de febrero de 2016 y en base 
a la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno (en adelante, LTAIBG), información sobre el listado de 
expedientes de la Oficina de Conflictos de intereses sobre el desempeño de 
actividades privadas por parte de Altos cargos en los dos años siguientes a su 
cese como cargo público, entre 2006 y 2015, indicando: Número de expediente, 
nombre del Alto cargo, fecha, tipo de resolución (si fue autorizada o denegada la 
compatibilidad}, actividad privada a realizar, cargo, empresa. 
 

2. La Oficina de Conflictos de Intereses del MINHAP dictó Resolución el 22 de 
febrero de 2016, por la que informaba a  que 
procedía conceder el acceso a que se refiere la solicitud presentada, informándole 
sobre las autorizaciones concedidas, desde enero de 2014, fecha de entrada en 
vigor de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, adjuntándose la relación de dichas 
autorizaciones, pero no en lo referente a las denegadas, ya que el articulo 8.1 g) 
de la Ley sólo establece que se hagan públicas las resoluciones de autorización 
del ejercicio de actividad privada al cese de los altos cargos de la Administración 
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o al Portal de Transparencia es una decisión que se ejercerá 
libremente.  

 
c. En la LTAIBG la publicidad activa se concreta en la publicación 

por los organismos o instituciones públicas de los datos e 
informaciones establecidos en las “correspondientes sedes 
electrónicas o páginas web”, o en el Portal de Transparencia de 
la Administración,  bien que con una serie de características 
tendentes a hacerla actual, accesible, comprensible y de acceso 
fácil. Desde este punto de vista, hay que tener en cuenta que la 
Ley no impone en modo alguno un deber genérico de uso de 
medios electrónicos por los ciudadanos y que el manejo de un 
ordenador o dispositivo electrónico con acceso a Internet no 
está al alcance de todos los ciudadanos. Como ponen de 
manifiesto los estudios realizados hasta la fecha sobre 
utilización de la Administración electrónica en nuestro país, la 
navegación resulta complicada para algún sector de la 
ciudadanía y los medios disponibles no están generalizados en 
igual medida entre toda la población y la totalidad de los 
territorios (“brecha digital”). 

 
d. Finalmente, el artículo 22.3 de la LTAIBG regula el supuesto 

genérico de que la información solicitada vía derecho de acceso 
haya sido objeto de publicación previa, supuesto que, 
indudablemente, incluye la publicación de esa información en 
cumplimiento de las obligaciones de transparencia activa. En 
este sentido, señala que la resolución podrá limitarse a indicar el 
lugar o medio en que ésta se ha publicado. Así, resulta evidente 
que los redactores de la LTAIBG están admitiendo 
implícitamente la tramitación de un procedimiento de acceso 
referido a una información sometida al régimen de publicidad 
activa, introduciendo para estos casos la posibilidad (no la 
obligación) de que la resolución del mismo se limite a indicar el 
lugar o medio de publicación que, en todo caso, deberá ser 
objeto de una referencia explícita y determinada, no de una 
simple indicación genérica.  

 
El hecho de que una información solicitada por cualquier persona se 
encuentre en Publicidad activa, no exime de la obligación de dar una 
respuesta concreta en los plazos y condiciones que señale la ley. 

 
5. Según puede concluirse de este criterio, así como de los términos en los que se 

pronuncia la LTAIBG, la norma identifica, por un lado, informaciones o materias 
sobre los que debe ofrecerse, de forma proactiva y sin necesidad de petición 
expresa, información y, por el otro, reconoce el derecho- emanado de la propia 
Constitución Española- de solicitar información calificada como pública de 
acuerdo a la definición que de la misma recoge el artículo 13.  
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En el caso que nos ocupa, la OFICINA DE CONFLICTOS DE INTERESES 
proporciona, en un primer momento, las resoluciones de compatibilidad tras el 
cese dictadas a partir de diciembre de 2014, fecha de entrada en vigor de la 
norma, ya que entiende que la solicitud de información formulada debe 
atenderse sólo en los términos y con el alcance previstos en el régimen de 
publicidad de esta información regulado en el artículo 8.1 g). 
 
En efecto, dicho precepto dispone textualmente lo siguiente:  
 
1. Los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título deberán hacer 

pública, como mínimo, la información relativa a los actos de gestión 
administrativa con repercusión económica o presupuestaria que se indican a 
continuación: 
 

g) Las resoluciones de autorización o reconocimiento de compatibilidad que 
afecten a los empleados públicos así como las que autoricen el ejercicio de 
actividad privada al cese de los altos cargos de la Administración General del 
Estado o asimilados según la normativa autonómica o local. 
 
En aplicación de dicha disposición, y sin tener en cuenta el derecho de acceso 
en los términos en los que se reconoce en los artículos 12 y 13 LTAIBG como 
desarrollaremos a continuación, la OFICINA DE CONFLICTOS DE INTERESES, 
proporcionó al solicitante la información que al respecto ya había sido publicada 
en cumplimiento del precepto, esto es, las resoluciones que autorizaban (no las 
que denegaban) a altos cargos el ejercicio de actividad privada tras su cese, de 
acuerdo con los criterios establecidos para ello en la normativa de conflictos de 
intereses.  
 
El argumento para no proporcionar el resto de información a la que se refería la 
solicitud, esto es, las resoluciones que denegaran tal compatibilidad así como las 
que, autorizando o denegando la compatibilidad hubieran sido dictadas desde 
2006 a 2014, fue, principalmente, que la LTAIBG entró en vigor en diciembre de 
2014 y que sólo a partir de entonces se preveía la publicación de dicha 
información- en los términos antes mencionados- así como que el derecho de 
acceso a la información también regulado en la norma debe entenderse aplicable 
sólo a partir de la entrada en vigor de la misma.  
 
Debe añadirse, asimismo, que durante la tramitación de la presente reclamación 
y, concretamente, en el trámite de alegaciones, la OFICINA DE CONFLICTOS 
DE INTERESES, consideró que también deberían suministrarse las resoluciones 
que, dictadas a partir de diciembre de 2014, denegaran la compatibilidad 
solicitada por el alto cargo. En este caso, sí consideraba que dicha petición se 
encuadraba en el derecho de acceso reconocido en el artículo 13 de la LTAIBG y 
que, por lo tanto, la respuesta a la solicitud no debía limitarse a información cuya 
publicación fuera obligatoria de acuerdo con las normas de publicidad activa.   
No obstante, continuaba manteniendo el criterio de que el derecho reconocido 
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SEGUNDO: INSTAR al MINISTERIO DE HACIENDA Y ADMINISTRACIONES 
PUBLICAS a que, en el plazo máximo de un mes, remita a  

 la información solicitada, en los términos descritos en el Fundamento 
Jurídico 7 de la presente Resolución. 
 
TERCERO: INSTAR al MINISTERIO DE HACIENDA Y ADMINISTRACIONES 
PUBLICAS a que, en el mismo plazo máximo de un mes, remita a este Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno copia de la información remitida al Reclamante. 

De acuerdo con el artículo 23, número 1, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, la Reclamación 
prevista en el artículo 24 de la misma tiene la consideración de sustitutiva de los 
recursos administrativos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 107.2 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

En consecuencia, contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, 
únicamente cabe, en caso de disconformidad, la interposición de Recurso 
Contencioso-Administrativo ante los Juzgados Centrales de lo Contencioso-
Administrativo de Madrid en plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación, de conformidad con lo previsto en el artículo 9.1, c), de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.  

 
LA PRESIDENTA DEL  

CONSEJO DE TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO 
 
 
 
 

Fdo: Esther Arizmendi Gutiérrez 
 
 
 




